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El Partido Popular ha lanzado recientemente una campaña 
autotitulada “de regeneración democrática.” La denominación obedece, sin 
duda, al terremoto político que los resultados de Podemos en las últimas 
elecciones europeas han provocado en todo el sistema del régimen del 78. 
Hablar de terremoto no es ninguna exageración. 

 
En los meses inmediatamente posteriores al 25 de mayo se produjo la 

abdicación de Juan Carlos I que dio el trono a su hijo Felipe VI con la 
connivencia de PP y PSOE, que, a toda velocidad, la misma con la que 
modificaron el artículo 135 de la Constitución en 2011, aprobaron las 
reformas necesarias para dar cobertura legal a la abdicación y la sucesión.   

 
Los resultados de las Europeas de mayo provocaron también la 

dimisión del secretario general del PSOE con la elección lampedusiana de 
una nueva cara que tiene la misión de mantener todo el entramado político 
actual inalterado con limitados cambios cosméticos.  

 
La respuesta del PP y sus  aliados mediáticos ha variado entre la 

negación del nuevo escenario político, la caricaturización y la criminalización 
de las fuerzas populares que buscan un cambio democrático. No obstante 
han tenido que asumir alguno de los postulados que desde el 25-M se han 
convertido en los asuntos centrales de la agenda política. Así es que han 
lanzado la propuesta  de regeneración democrática. En el documento del 
mismo título que puede ser consultado en la página web del PP 
http://www.pp.es/sites/default/files/documentos/medidasregeneracion.pdf  el Partido Popular  
considera esta iniciativa “una oportunidad de diálogo sincera que busca 
reforzar nuestro marco Institucional para proteger los derechos de los 
ciudadanos, la equilibrada distribución del poder y la credibilidad del 
compromiso de los servidores públicos” 

 
La sinceridad de esta iniciativa puede ser medida comparando su 

actuación real con los propios términos de su propuesta: 
 

• Su intención de dialogar las reformas se ve continuamente contradicha 
por las propios declaraciones de sus dirigentes, que, un día sí y otro 
también, dejan bien claro que aprobarán la reforma en solitario si es 
necesario. 

 
• En cuanto a la equilibrada distribución de poder, su propuesta de que 

el criterio de elección de los alcaldes sea la lista más votada, aunque 
tenga menos votos que el resto de los partidos, es un sarcasmo, un 
insulto al sentido común y a la inteligencia de la ciudadanía. 

 



 
• ¡Qué decir de la recuperación de credibilidad cuando se refiere a un 

partido que sistemáticamente hace lo contrario de lo que decía a sus 
votantes en su programa electoral! 
 

• En cuanto a proteger los derechos de los ciudadanos no hay que ir 
muy lejos para comprobar lo que le importan al PP los derechos de los 
ciudadanos y ciudadanas a una educación pública de calidad, a una 
sanidad universal y a una vivienda digna tal como consagra la 
Constitución de 1978. 

 
Proteger y garantizar el derecho a ejercer la libre elección de los 

representantes políticos es el factor esencial  que marca la diferencia entre 
una democracia y un sistema político que no lo es.  

 
En ningún lugar de su propuesta de regeneración democrática el Partido 

Popular ha hablado de cambiar la vergonzosa reforma de Ley Orgánica del 
Régimen Electoral General, en donde se instituyó el llamado voto rogado, 
que fue promovida y aprobada en el Congreso por PSOE, PP, CIU y PNV en 
diciembre de 2010 en condiciones de semioscuridad mediática 
(http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Iniciativas?_piref73_2148295_73_1335437_13354
37.next_page=/wc/servidorCGI&CMD=VERLST&BASE=IWI9&FMT=INITXDSS.fmt&DOCS=1-
1&DOCORDER=FIFO&OPDEF=ADJ&QUERY=%28122%2F000254*.NDOC.%29). 

 
El artículo 75 es el que contempla las condiciones de voto de los y las 

residentes en el extranjero. Su redacción original en 1985 y sus dos 
reformas en 1995 y 2011 pueden ser consultadas en documento adjunto.  

 
En su redacción original el estado garantizaba el envío de oficio por parte 

de la Oficina del Censo Electoral a los ciudadanos y ciudadanas inscritos 
en el censo de residentes ausentes de “un certificado [… ]  y las papeletas 
y sobres de votación, así como un sobre en el que debe figurar la 
dirección de la Junta Electoral Provincial. Con estos documentos adjuntan 
una nota explicativa”.  

 
Tras la reforma de 2011, quienes quieran ejercer el derecho a voto 

“deberán formular mediante impreso oficial la solicitud de voto dirigida a la 
correspondiente Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral”. 
Además elimina el derecho de voto de los y las residentes en el extranjero 
a votar en las elecciones municipales. 

  
Este cambio supone un impedimento práctico para mucha gente que 

vive en países donde el funcionamiento de los servicios postales no 
garantiza el cumplimiento de los plazos contemplados por la ley. Además 
es una causa objetiva que hace que la gente no vote. Esto no es una 
simple opinión: en las elecciones de mayo, de los más de 1.700.000 -un 
millón setecientos mil- (casi el 10 por ciento del censo electoral) inscritos 
en el CERA (Censo de residentes en el extranjero), 81.039 impresos de 
ruego fueron enviados, de los cuales sólo 27.571 se convirtieron en voto, 
es decir, el 0.23 %.  Los que llamamos voto robado al voto rogado 



estamos hablado no de una metáfora sino de una realidad 
(http://fuckingtonpost.wordpress.com/2014/07/13/elecciones-europeas-cronica-de-un-desastre-anunciado-las-
irregularidades-del-voto-rogado-que-nadie-te-contara/) 

 
 
El momento de la aprobación de esta reforma de la vergüenza no 

puede ser más significativo. Justo cuando esta estafa denominada crisis 
de 2008 empieza a provocar un exilio económico de enormes 
proporciones, los partidos políticos del régimen del 78 construyen un 
instrumento legal que impide a las víctimas de su política económica que 
les puedan castigar electoralmente. Al atraco económico que están 
suponiendo las políticas tanto de PSOE como de PP, se le añade el robo 
democrático que impide que gran parte de la población pueda de hecho 
ejercer su derecho al voto. 

 
Es evidente que esta campaña de marketing del PP revestida como 

una propuesta de regeneración democrática no tiene ninguna credibilidad. 
Es sólo un instrumento para perpetuarse en el poder  impidiendo los 
derechos y las garantías democráticas de las mayorías 

 
Desde los Círculos Podemos de las Américas proponemos como 

medida inmediata de regeneración democrática la derogación de la 
reforma de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General de 2011 en donde se instauró el voto rogado y la supresión a los 
residentes en el extranjero de su derecho a votar en las elecciones 
municipales. 

 
Como medidas a medio y largo plazo proponemos: 
 
 
- La instauración de una circunscripción separada para los residentes en 

el extranjero que garantice la representación y la expresión democrática de 
todos aquellos y aquellas que debido a las políticas de PP y PSOE tienen 
que vivir fuera de su país para ganarse la vida. 

 
- La implementación del voto electrónico de los residentes en el 

extranjero. Las tecnologías de voto electrónico, probadas con éxito en otros 
países y avaladas por organismos internacionales de supervisión 
garantizarán el derecho democrático de elección de los representantes a una 
mayoría de la ciudadanía que vive en el exterior. 

 
La democracia sólo es posible si se garantiza su ejercicio en la práctica. 

Podemos lograrlo. 
 
¡Si se puede!  
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PREÁMBULO	
  1985	
  

I. La presente Ley Orgánica del Régimen Electoral General pretende lograr un marco estable para que las 
decisiones políticas en las que se refleja el derecho de sufragio se realicen en plena libertad. Este es, sin 
duda, el objetivo esencial en el que se debe enmarcar toda Ley Electoral de una democracia. 

Nos encontramos ante el desarrollo de una de las normas fundamentales de un Estado democrático, en 
tanto que solo nos podemos afirmar en democracia cuando el pueblo puede libremente constituir la 
decisión mayoritaria de los asuntos de Gobierno. 

La Constitución española se inscribe, de forma inequívoca, entre las constituciones democráticas más 
avanzadas del mundo occidental, y por ello establece las bases de un mecanismo que hace posible, dentro 
de la plena garantía del resto de las libertades políticas, la alternancia en el poder de las distintas opciones 
derivadas del pluralismo político de nuestra sociedad. 

Estos principios tienen su plasmación en una norma como la presente que articula el procedimiento de 
emanación de la voluntad mayoritaria del pueblo en las diversas instancias representativas en las que se 
articula el Estado español. 

En este sentido, el artículo 81 de la Constitución establece la necesidad de que las Cortes Generales 
aprueben, con carácter de orgánica, una Ley que regule el régimen electoral general. 

Ello plantea, de un lado, la necesidad de dotar de un tratamiento unificado y global al variado conjunto de 
materias comprendidas bajo el epígrafe constitucional «Ley Electoral General» así como regular las 
especificidades de cada uno de los procesos electorales en el ámbito de las competencias del Estado. 

Todo este orden de cuestiones requiere, en primer termino, aprobar la normativa que sustituya al vigente 
Real Decreto-ley de 1977, que ha cubierto adecuadamente una primera etapa de la transición democrática 
de nuestro pais. No obstante, esta sustitución no es en modo alguno radical, debido a que el propio texto 
constitucional acogió los elementos esenciales del sistema electoral contenidos en el Real Decreto-ley. 

En segundo lugar la presente Ley Orgánica recoge normativa electoral sectorial ya aprobada por las 
Cámaras, así en lo relativo al régimen de elecciones locales se sigue en lo fundamental el régimen vigente 
regulado en la Ley 39/1978, y modificado por la Ley 6/1983 en la presente legislatura. De la misma 
forma las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de Diputados y Senadores que introduce la Ley son 
las ya previstas en el proyecto de Ley Orgánica de incompatibilidades de Diputados y Senadores, sobre el 
que las Cámaras tuvieron ocasión de pronunciarse durante la presente legislatura. 

Por ultimo el nuevo texto electoral aborda este planteamiento conjunto desde la experiencia de un proceso 
democrático en marcha desde 1977, aportando las mejoras técnicas que sean necesarias para cubrir los 
vacios que se han revelado con el asentamiento de nuestras instituciones representativas. 

II. La Ley parte, por lo tanto, de está doble filosofía; pretende cumplir un imperativo constitucional 
inaplazable, y lo pretende hacer desde la globalidad que la propia Constitución impone. 

La Ley Orgánica del Régimen Electoral General está estructurada precisamente para el cumplimiento de 
ambos fines. En ella se plantea una división fundamental entre disposiciones generales para toda elección 
por sufragio universal directo y de aplicación en todo proceso electoral y normas que se refieren a los 
diferentes tipos de elecciones políticas y son una modulación de los principios generales a las 
peculiaridades propias de los procesos electorales que el Estado debe regular. 

La Constitución impone al Estado, por una parte, el desarrollo del artículo 23, que afecta a uno de los 
derechos fundamentales en la realización de un Estado de Derecho: la regulación del sufragio activo y 
pasivo para todos los ciudadanos; pero, además, el artículo 81 de la Constitución, al imponer una Ley 



Orgánica del Régimen Electoral General, amplia el campo de actuación que debe cubrir el Estado, esto 
es, hace necesaria su actividad más allá de lo que es mera garantía del derecho de sufragio, ya que, como 
ha declarado el Tribunal Constitucional, bajo ese epígrafe hay que entender lo que es primario y nuclear 
en el régimen electoral. 

Además, el Estado tiene la competencia exclusiva, según el artículo 149.1.1 de la Constitución, para 
regular las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos constitucionales, derechos entre los que figura el de sufragio comprendido en el artículo 23 de la 
Constitución. 

La filosofía de la Ley parte del más escrupuloso respeto a las competencias autonómicas, diseñando un 
sistema que permita no solo su desarrollo, sino incluso su modificación o sustitución en muchos de sus 
extremos por la actividad legislativa de las Comunidades Autónomas. 

El Título preliminar con el que se abre este texto normativo delimita su ámbito, en aplicación de la 
filosofía ya expuesta. 

El Título I abarca, bajo el epígrafe «Disposiciones comunes para las elecciones por sufragio universal 
directo» un conjunto de capítulos que se refieren en primer lugar al desarrollo directo del artículo 23 de la 
Constitución, como son los capítulos primero y segundo que regulan el derecho de sufragio activo y 
pasivo. En segundo termino, regula materias que son contenido primario del régimen electoral, como 
algunos aspectos de procedimiento electoral. Finalmente, se refiere a los delitos electorales. La regulación 
contenida en este Título es, sin duda, el núcleo central de la Ley, punto de referencia del resto de su 
contenido y presupuesto de la actuación legislativa de las Comunidades Autónomas. 

Las novedades que se pueden destacar en este Título son entre otras el sistema del censo electoral, la 
ordenación de los gastos y subvenciones electorales y su procedimiento de control y las garantías 
judiciales para hacer eficaz el ejercicio del derecho de sufragio activo y pasivo. 

El Título II contiene las disposiciones especiales para la elección de Diputados y Senadores. En el se 
recogen escrupulosamente los principios consagrados en la Constitución: la circunscripción electoral 
Provincial y su representación mínima inicial, el sistema de representación proporcional y el sistema de 
inelegibilidades e incompatibilidades de los miembros del Congreso de los Diputados y del Senado. 

Sobre estas premisas constitucionales, recogidas también en el decreto-Ley de 1977, la Ley trata de 
introducir mejoras técnicas y correcciones que redunden en un mejor funcionamiento del sistema en su 
conjunto. 

El Título III regula las disposiciones especiales para las elecciones municipales. En el se han recogido el 
contenido de la Ley 39/1978 y las modificaciones aportadas por la  Ley 6/1983, aunque se han 
introducido algunos elementos nuevos como el que se refiere a la posibilidad y el procedimiento de la 
destitución de los Alcaldes por los Concejales, posibilidad ya consagrada por la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional. 

Los Títulos IV y V se refieren a la elección de los Cabildos Insulares canarios y de las Diputaciones 
Provinciales, y en ellos se ha mantenido el sistema vigente. 

III. Un sistema electoral en un Estado democrático debe garantizar, como elemento nuclear del mismo, 
la libre expresión de la soberanía popular y ésta libertad genérica se rodea hoy día de otro conjunto de 
libertades, como la libertad de expresión, de información, de reunión, de asociación, etcétera. Por ello, el 
efecto inmediato de esta Ley no puede ser otro que el de reforzar las libertades antes descritas, 
impidiendo que aquellos obstáculos que puedan derivarse de la estructura de una sociedad, transciendan 
al momento máximo de ejercicio de la libertad política. 

El marco de la libertad en el acceso a la participación política diseñado en esta Ley es un hito 
irrenunciable de nuestra historia y el signo más evidente de nuestra convivencia democrática. 



EXPOSICION	
  DE	
  MOTIVOS	
  Modificación	
  1995	
  

La Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados, en su sesión de 14 de abril de 1994, 
dictaminó, sin modificaciones, el informe emitido por la Ponencia constituida para el estudio de las 
condiciones actuales de elaboración del censo electoral, en el marco del Plan de modernización que está 
llevando a cabo la Oficina del Censo Electoral. El dictamen de la citada Comisión fue aprobado por el 
Pleno del Congreso de los Diputados en su sesión de 16 de junio de 1994.  

Como consecuencia de los estudios llevados a cabo por la citada Ponencia se han formulado una serie de 
propuestas dirigidas a modificar la legislación electoral, por lo que la presente Ley, en cumplimiento de lo 
previsto en el dictamen de la Comisión Constitucional, procede a modificar la Ley Orgánica 5/1985, de 
19 de junio, del Régimen Electoral General.  

Con el sistema que se adopta de revisión continua del censo se logrará que el mismo esté 
permanentemente actualizado, con lo que se evitarán las limitaciones y rigideces del sistema actual.  

Por otra parte, la exposición al público durante los períodos electorales de las listas del censo y su 
depuración como consecuencia de las reclamaciones que se presenten, unido a la información 
proporcionada por las tarjetas censales y al mecanismo extraordinario de acreditación de la inscripción a 
través de las certificaciones censales específicas, facilitará a todos los electores el ejercicio de su derecho 
de voto.  

  



 

PREÁMBULO	
  Modificación	
  2011	
  

I 

En su sesión de 5 de septiembre de 2008, la Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados 
acordó, a propuesta de todos los Grupos Parlamentarios, proponer al Pleno de la Cámara la creación de 
una Subcomisión para examinar las posibles modificaciones del régimen electoral general. 

El informe de la Subcomisión, aprobado por la Comisión Constitucional con fecha 30 de junio de 2010, 
propuso la modificación de diferentes preceptos de la LOREG atendiendo a las propuestas presentadas 
por los Grupos Parlamentarios, así como a los informes presentados por el Consejo de Estado y la Junta 
Electoral Central. A fin de plasmar dichas propuestas, se formula esta iniciativa de reforma de la Ley 
Orgánica del Régimen Electoral General. 

Los aspectos sobre los que incide esta reforma de la LOREG son muy numerosos y afectan a una buena 
parte del articulado de la Ley. 

En algunos casos se procede a realizar una mera actualización de la norma en aspectos concretos 
(denominación de órganos e instituciones; cuantía de las sanciones; actualización de la tipología de penas 
por delitos e infracciones electorales y cuantía de las multas; conversión en euros y actualización de otras 
cantidades). 

En otros, se introducen modificaciones de orden técnico que, sin perjuicio de su indudable trascendencia 
sobre el régimen electoral, van dirigidas a dotar de mayor precisión a la regulación vigente (mejor 
definición de los plazos de resolución de los recursos por las Juntas Electorales; reforzamiento de la 
potestad de unificación de doctrina de la Junta Electoral Central; deslinde de las funciones de interventor 
y apoderado; determinación de los plazos de remisión de las papeletas electorales; clarificación de las 
condiciones para recibir subvenciones electorales y precisiones en el procedimiento de constitución de las 
Diputaciones Provinciales). 

Y, en fin, en otros casos, se introducen reformas que, por su calado, requieren una mención más detallada. 

II 

El primero de estos supuestos guarda relación con las modificaciones introducidas en materia de censo. 

En los últimos años se han venido dictando por parte de la Oficina del Censo Electoral distintas 
Instrucciones relativas a la definición de censo cerrado y de censo vigente de cada mes y para una 
elección, así como criterios de resolución de las reclamaciones efectuadas por los electores en periodo 
electoral. Siendo el censo electoral el elemento definidor del cuerpo electoral y, por tanto, un instrumento 
para la formación de la voluntad popular, parece conveniente dejar claro en la LOREG, tanto la definición 
como los plazos de censo cerrado a los efectos electorales y de plazos de envío de información de los 
Ayuntamientos y de los Consulados a las Delegaciones de la Oficina del Censo electoral, como los 
supuestos concretos en que los electores pueden ver atendidas sus solicitudes de rectificación de sus datos 
censales en periodo electoral. 

A ello se añade que el proceso de informatización, tanto de la gestión de los Padrones Municipales, como 
de los Registros de Matrículas de las Oficinas Consulares ha hecho que en la actualidad algunas 
previsiones contenidas en la LOREG sean innecesarias o aconsejen una mayor flexibilidad. 

De otro lado, hay que reforzar las garantías para impedir que los denominados empadronamientos 
fraudulentos o de conveniencia con fines electorales consigan su objetivo. A tal efecto, parece 
conveniente anticipar un mes la definición de censo cerrado para cada elección, así como excluir la 
posibilidad de solicitar la rectificación del censo por cambio de residencia de una circunscripción a otra 



producido en los dos meses anteriores a la convocatoria electoral, plazo que será de un año para los 
españoles que residen en el exterior. Además, a fin de evitar que las posibles irregularidades por 
empadronamientos fraudulentos o de conveniencia tengan efectos electorales, se incorpora un recurso 
específico unificando en la jurisdicción contencioso-administrativa la revisión de los actos censales. 

III 

Singular referencia merece también la reforma del procedimiento de votación del censo de españoles 
residentes en el exterior. 

Siguiendo las instrucciones de la Junta Electoral Central, se regula un procedimiento muy garantista que 
presenta la importante novedad de permitir a los españoles que viven en el extranjero depositar el voto en 
urna en el consulado durante los tres últimos días de campaña, sin perjuicio de mantener el voto por 
correo para todos aquellos que no puedan desplazarse a votar en la dependencia habilitada al efecto. 

A su vez, se ha seguido, además, la recomendación del Consejo de Estado, para unir indefectiblemente el 
ejercicio del derecho de sufragio en elecciones municipales, locales y forales a la condición de vecino de 
un municipio, tal y como dispone el artículo 140 de la Constitución Española y, por tanto, figurar inscrito 
en el Censo de Españoles Residentes en España. 

IV 

En relación con las campañas electorales, la reforma persigue, de un lado, evitar la incidencia de los 
poderes públicos en las mismas mediante la realización de campañas institucionales y de inauguración de 
obras; y de otro, reducir la publicidad y la propaganda electoral durante el periodo electoral. 

A tal fin se circunscribe la publicidad al periodo estricto de la campaña electoral. Con la reforma, la 
contratación de la publicidad electoral en los distintos soportes publicitarios solo podrá realizarse en los 
quince días estrictos de campaña, lo que significa una reducción del peso de la publicidad y propaganda y 
una mayor incidencia en la exposición y debate de los programas y propuestas concretas que cada partido 
proponga. 

Ligadas a la reducción de la publicidad durante la campaña electoral se encuentran las medidas dirigidas a 
la minoración de los gastos electorales. Se reduce el límite máximo de gastos de publicidad que pueden 
asumir las candidaturas en campaña electoral, y se congelan las subvenciones por voto/escaño y mailing a 
lo largo del año 2011. 

Es una nueva medida de ajuste para los partidos, continuadora de la aprobada durante la Legislatura 
anterior con la modificación de la Ley de Financiación de Partidos Políticos, que muestra el compromiso 
de los mismos con la reducción del gasto en la actual situación de crisis económica. 

V 

La reforma incide también en la publicidad e información electoral en los medios de comunicación. 

De una parte, extiende la prohibición de contratar espacios de publicidad electoral, hoy vigente para los 
medios de titularidad pública, a las emisoras de televisión privada. 

De otra, en relación con la información electoral, mantiene el respeto a los principios de pluralismo 
político y social, así como a la igualdad, proporcionalidad y neutralidad informativa, en el conjunto de la 
programación de los medios de comunicación de titularidad pública durante el periodo electoral y, en la 
línea de lo precisado por los acuerdos de la Junta Electoral Central y la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, hace extensible a las televisiones de titularidad privada el respeto a dichos principios en los 
debates y entrevistas electorales, así como en la información relativa a la campaña electoral, todo ello de 
acuerdo a las instrucciones y resoluciones que, a tal efecto, dicte la Junta Electoral Central. 



VI 

Se introducen también modificaciones que afectan a la jornada de votación. 

Se amplía, de una parte, la edad para poder pertenecer a las mesas electorales sin que ello entrañe una 
nueva obligación exigible a los electores. Se adoptan medidas para que, sin merma de las garantías 
actualmente existentes, la emisión del voto pueda ser personal hasta el mismo momento de introducir el 
sobre en la urna. Se clarifican los supuestos en los que un voto debe ser considerado nulo y se fija el 
alcance de la remisión que se hace al Gobierno para regular el procedimiento de votación para las 
personas ciegas o con discapacidad visual. 

VII 

Una última mención ha de realizarse a la exigencia de otros tres aspectos del régimen electoral. 

El primero tiene que ver con la exigencia de avales, en términos de números de firmas exigibles a los 
partidos sin representación parlamentaria para poder presentarse a las elecciones, a fin de salir al paso de 
prácticas no admisibles desde la perspectiva de la seriedad del procedimiento electoral. 

El segundo, guarda relación con la representación de los municipios pequeños, y singularmente con el 
régimen de concejo abierto, facilitando la compatibilidad de los principios de representación y de eficacia 
de la gestión municipal. 

Y, el tercero, alude a una anomalía que ha incidido negativamente en el sistema democrático y 
representativo y que se ha conocido como «transfuguismo». 

Probablemente con esta reforma no se podrá evitar que sigan existiendo «tránsfugas», pero sí que con su 
actuación modifiquen la voluntad popular y cambien gobiernos municipales. Todos los partidos han 
sufrido la práctica de personas electas en sus candidaturas que abandonan su grupo y modifican las 
mayorías de gobierno. De ahí que fuera una necesidad imperiosa encontrar una fórmula para que, desde el 
respeto a la doctrina del Tribunal Constitucional, esto no volviera a producirse. Se trata, en definitiva, de 
una medida de regeneración democrática que contribuirá a eliminar las tensiones políticas y sociales y 
que favorecerá de cara al futuro la estabilidad en la vida municipal. 
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Artículo setenta y cinco Texto original, publicado el 20/06/1985, en vigor a 
partir del 21/06/1985. 

1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral envían de oficio a los inscritos en el 
censo de residentes ausentes que vivan en el extranjero un certificado idéntico al previsto en el artículo 72 
y las papeletas y sobres de votación, así como un sobre en el que debe figurar la dirección de la Junta 
Electoral Provincial. Con estos documentos adjuntan una nota explicativa. 

2. Dicho envío debe realizarse por correo certificado y no más tarde del trigésimo cuarto día posterior a la 
convocatoria, en aquellas provincias donde no hubiese sido impugnada la proclamación de candidatos, y 
en las restantes, no más tarde del cuadragésimo segundo. 

3. Estos electores ejercen su derecho de voto conforme al procedimiento previsto en el párrafo tercero del 
artículo 73 y envían el sobre dirigido a la Junta Electoral competente para su escrutinio, por correo 
certificado y no más tarde del día anterior al de la elección. Será indispensable para la validez de estos 
votos que conste claramente en el sobre mencionado un matasellos u otra inscripción oficial de una 
Oficina de Correos del Estado en cuestión que certifique, de modo indubitable, el cumplimiento de este 
requisito temporal. 

4. El día del escrutinio general, y antes de proceder al mismo, la Junta Electoral competente se constituye 
en Mesa Electoral, a las ocho horas de la mañana, con los interventores que a tal efecto designen las 
candidaturas concurrentes. 

5. A continuación su Presidente procede a introducir en la urna o urnas los sobres de votación de los 
residentes ausentes recibidos hasta ese día y el Secretario anota los nombres de los votantes en la 
correspondiente lista. Acto seguido la Junta escruta todos estos votos e incorpora los resultados al 
escrutinio general. 

6. El Gobierno, previo informe de la Junta Electoral Central, puede regular los criterios y limitar los 
supuestos de aplicación de este artículo, así como establecer otros procedimientos para el voto de los 
residentes ausentes que vivan en Estados extranjeros donde no sea practicable lo dispuesto en este 
artículo. 

7. Las disposiciones de este artículo no son aplicables al voto en las elecciones municipales de los 
residentes ausentes que viven en el extranjero, que se rige por las disposiciones especiales de esta Ley. 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Artículo setenta y cinco Modificación publicada el 24/03/1995, en vigor a 
partir del 24/03/1995. Se modifica el apartado 3 por el art. 12 de la 
Ley  Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239. 

 

1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral envían de oficio a los inscritos en el 
censo de residentes ausentes que vivan en el extranjero un certificado idéntico al previsto en el artículo 72 
y las papeletas y sobres de votación, así como un sobre en el que debe figurar la dirección de la Junta 
Electoral Provincial. Con estos documentos adjuntan una nota explicativa. 

2. Dicho envío debe realizarse por correo certificado y no más tarde del trigésimo cuarto día posterior a la 
convocatoria, en aquellas provincias donde no hubiese sido impugnada la proclamación de candidatos, y 
en las restantes, no más tarde del cuadragésimo segundo. 

3. Estos electores ejercerán su derecho de voto conforme al procedimiento previsto en el párrafo tercero 
del artículo 73 y envían el sobre dirigido a la Junta Electoral competente para su escrutinio, por correo 
certificado y no más tarde del día anterior al de la elección. En las elecciones a Diputados, Senadores, 
miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y Diputados al Parlamento 
Europeo, cuando en este último caso se opte por la elección en España, dichos electores podrán también 
ejercer su derecho no más tarde del séptimo día anterior a la elección, entregando personalmente los 
sobres en la Oficina Consular de Carrera o Sección Consular de la Misión Diplomática en que estén 
inscritos, para su remisión, mediante envío electoral, a la Oficina que a estos efectos se constituya en el 
Ministerio de Asuntos Exteriores, la cual procederá al envío urgente de dichos sobres a las Juntas 
Electorales correspondientes. En todos los supuestos regulados en el presente apartado será indispensable 
para la validez de estos votos que conste claramente en el sobre mencionado un matasellos u otra 
inscripción oficial de una Oficina de Correos del Estado en cuestión o, en su caso, de la Oficina Consular 
de Carrera o Sección Consular de la Misión Diplomática correspondiente, que certifique, de modo 
indubitable, el cumplimiento del requisito temporal que en cada caso se contempla. 

4. El día del escrutinio general, y antes de proceder al mismo, la Junta Electoral competente se constituye 
en Mesa Electoral, a las ocho horas de la mañana, con los interventores que a tal efecto designen las 
candidaturas concurrentes. 

5. A continuación su Presidente procede a introducir en la urna o urnas los sobres de votación de los 
residentes ausentes recibidos hasta ese día y el Secretario anota los nombres de los votantes en la 
correspondiente lista. Acto seguido la Junta escruta todos estos votos e incorpora los resultados al 
escrutinio general. 

6. El Gobierno, previo informe de la Junta Electoral Central, puede regular los criterios y limitar los 
supuestos de aplicación de este artículo, así como establecer otros procedimientos para el voto de los 
residentes ausentes que vivan en Estados extranjeros donde no sea practicable lo dispuesto en este 
artículo. 

7. Las disposiciones de este artículo no son aplicables al voto en las elecciones municipales de los 
residentes ausentes que viven en el extranjero, que se rige por las disposiciones especiales de esta Ley. 

 

 

 



Artículo setenta y cinco. Ejercicio del voto por personas que viven en el 
extranjero. Última actualización, publicada el 29/01/2011, en vigor a partir 
del 30/01/2011 

Se modifica por el art. único.28 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639. 

Se modifica el apartado 3 por el art. 12 de la Ley  Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-
7239. 

 

1. En las elecciones a Diputados, Senadores, miembros de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas, miembros de las Asambleas de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y 
Diputados al Parlamento Europeo, cuando en este último caso se opte por la elección en España, los 
españoles inscritos en el censo de los electores residentes-ausentes que viven en el extranjero deberán 
formular mediante impreso oficial la solicitud de voto dirigida a la correspondiente Delegación Provincial 
de la Oficina del Censo Electoral, no más tarde del vigésimo quinto día posterior a la convocatoria. Dicho 
impreso será remitido a los españoles inscritos en el mencionado Censo, sin perjuicio de encontrarse 
disponible desde el día siguiente al de la convocatoria electoral en las dependencias consulares y de poder 
obtenerse por vía telemática. Al impreso de solicitud se acompañará fotocopia del pasaporte o del 
Documento Nacional de Identidad, expedidos por las autoridades españolas o, en su defecto, certificación 
de nacionalidad o de inscripción en el Registro de Matrícula Consular expedidas por el Consulado de 
España en el país de residencia. 

2. Recibida la solicitud, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral remitirán a la 
dirección de la inscripción del elector las papeletas y el sobre o sobres de votación, dos certificados 
idénticos de estar inscrito en el Censo de Residentes Ausentes, así como un sobre en el que debe figurar la 
dirección de la Junta Electoral competente y otro con la dirección de la Oficina Consular de Carrera o 
Sección Consular de la Misión Diplomática en la que están inscritos. 

3. Dicho envío debe realizarse por correo certificado y no más tarde del trigésimo cuarto día posterior a la 
convocatoria, en aquellas provincias donde no hubiese sido impugnada la proclamación de candidatos, y 
en las restantes, no más tarde del cuadragésimo segundo. 

4. Los electores que opten por ejercer por correo su derecho de voto, deberán incluir en el sobre dirigido a 
la Junta Electoral correspondiente, junto al sobre o sobres de votación y el certificado de estar inscrito en 
el censo, fotocopia del pasaporte o del Documento Nacional de Identidad expedidos por las autoridades 
españolas o, en su defecto, certificación de nacionalidad o certificación de inscripción en el Registro de 
Matrícula Consular expedidas por el Consulado de España en el país de residencia y enviar todo ello en el 
sobre dirigido a la Oficina Consular de Carrera o Sección Consular de la Misión Diplomática a la que el 
elector esté adscrito, por correo certificado no más tarde del quinto día anterior al día de la elección. 

5. Los electores que opten por depositar el voto en urna, lo harán entre el cuarto y segundo día, ambos 
inclusive, anteriores al día de la elección entregando personalmente los sobres en aquellas Oficinas o 
Secciones Consulares en las que estén inscritos o en los lugares que a tal efecto se habiliten para ello. A 
este fin, las dependencias consulares habilitadas dispondrán de una urna o urnas custodiadas por un 
funcionario consular. 

6. El elector acreditará su identidad ante el funcionario consular mediante el pasaporte, el Documento 
Nacional de Identidad o la certificación de nacionalidad o de inscripción en el Registro de Matrícula 
Consular expedidas por el Consulado de España en el país de residencia, y, previa exhibición y entrega de 
uno de los certificados de inscripción en el censo de residentes ausentes que previamente ha recibido, 
depositará el sobre dirigido a la Junta Electoral competente para su escrutinio, una vez que el funcionario 
consular estampe en dicho sobre el sello de la Oficina Consular en el que conste la fecha de su depósito. 

7. Durante los días señalados para efectuar el depósito del voto en urna los responsables consulares 
deberán establecer las medidas para facilitar el ejercicio del mismo por los electores, así como aquellas 



que se consideren necesarias para la correcta guarda y custodia de las urnas, que incluirán el precintado 
de las mismas al finalizar cada jornada. Los representantes de las candidaturas concurrentes a las 
elecciones podrán estar presentes en las dependencias consulares habilitadas durante los días del depósito 
de voto en urna. 

8. Finalizado, el plazo del depósito del voto en urna, el funcionario consular expedirá un acta que 
contendrá el número de certificaciones censales recibidas y, en su caso, las incidencias que hubieran 
podido producirse, así como el número de sobres recibidos por correo hasta la finalización del depósito 
del voto en urna. Al día siguiente, los sobres depositados por los electores y los recibidos por correo junto 
al acta expedida por el funcionario consular deberán ser remitidos, mediante envío electoral, a la Oficina 
que a estos efectos se constituya en el Ministerio de Asuntos Exteriores, la cual, a su vez, procederá al 
envío urgente de dichos sobres a las Juntas Electorales correspondientes. 

9. En todos los supuestos regulados en el presente artículo será indispensable para la validez de estos 
votos que conste claramente en el sobre mencionado un matasellos u otra inscripción oficial de una 
Oficina de Correos del Estado en cuestión o, en su caso, de la Oficina Consular de Carrera o Sección 
Consular de la Misión Diplomática correspondiente, que certifique, de modo indubitable, el cumplimiento 
del requisito temporal que en cada caso se contempla. 

10. El día del escrutinio general, y antes de proceder al mismo, la Junta Electoral competente se 
constituye en Mesa Electoral, a las ocho horas de la mañana, con los Interventores que a tal efecto 
designen las candidaturas concurrentes. 

11. A continuación, su Presidente procede a introducir en la urna o urnas los sobres de votación de los 
residentes ausentes recibidos hasta ese día y el Secretario anota los nombres de los votantes en la 
correspondiente lista. 

Acto seguido, la Junta escruta todos estos votos e incorpora los resultados al escrutinio general. 

12. El Gobierno, previo informe de la Junta Electoral Central, puede regular los criterios y limitar los 
supuestos de aplicación de este artículo, así como establecer otros procedimientos para el voto de los 
residentes ausentes que vivan en Estados extranjeros donde no es practicable lo dispuesto en este artículo. 

 

 

	
  




